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Brignoni Mártir, Jueza Ponente 
 

SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

I 

Comparece ante nos la Autoridad de Carreteras y 

Transportación (ACT), y nos solicita que dejemos sin efecto la 

Orden emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de 

Aguada, el 9 de diciembre de 2015 y notificada mediante 

diligenciamiento personal el 23 de diciembre de 2015. En el 

aludido dictamen, el foro primario ordenó a la ACT retener la suma 

de $10,000.00 pendiente de pago a favor de Caribbean Line 

Pavement, Inc. (Caribbean), bajo el proyecto AC220143 y emitir un 

cheque a nombre de Expreso Ready Mix, Inc. (Expreso), por la 

anterior cantidad.   

Por los fundamentos que se exponen a continuación, se 

expide el auto de Certiorari solicitado y se revoca la Orden de la 

cual se recurre. Veamos. 

I 

El 28 de agosto de 2006, Expreso presentó una demanda de 

cobro de dinero en contra de Caribbean. Expreso, empresa 
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dedicada a la venta y distribución de hormigón premezclado, 

sostuvo que le vendió, suplió y entregó hormigón premezclado a 

Caribbean para la construcción de una obra. Sin embargo, afirmó 

que Caribbean todavía le adeudaba la cantidad de $8,339.50, en 

concepto de principal, más $5,000.00 y 18% anual del balance 

adeudado, por concepto de mora. Según Expreso, la anterior 

deuda estaba vencida, era líquida y exigible. 

Caribbean presentó su Contestación a la Demanda y, al 

unísono, reconvino. Dicha entidad afirmó que había llegado a un 

acuerdo con Expreso para que este último le supliera hormigón 

premezclado para una obra que Caribbean realizaba para la ACT. 

No obstante, según Caribbean, el hormigón suplido por Expreso 

resultó ser defectuoso. Por tal razón, Caribbean alegó que la ACT 

rechazó ciertos trabajos realizados por Caribbean, que ascendían a 

la cantidad de $18,000.00. A juicio de Caribbean, el anterior 

incumplimiento por parte de Expreso le ocasionó pérdidas 

estimadas en la cantidad de $15,000.00. 

Por consiguiente, el 18 de enero de 2008, el foro primario 

dictó una Orden, notificada el mismo día, mediante la cual le 

impuso a la ACT, quien no figura como parte en el pleito de 

epígrafe, informar si las muestras tomadas en ciertas estaciones 

del proyecto AC-220143, Autopista de Diego, cumplían con las 

especificaciones de diseño para hormigón establecidas por la 

propia ACT. En cumplimiento con lo anterior, la ACT compareció 

de forma especial y sin someterse a la jurisdicción y acreditó que 

hubo muestras que fueron rechazadas.  

Posteriormente, la Orden antes aludida fue enmendada a 

petición de Expreso para que la ACT informara los resultados 

finales de las muestras tomadas a las diferentes estaciones del 

proyecto en cuestión. La ACT cumplió con la anterior Orden y 
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aseveró que una de las muestras, rotulada como Muestra 007-B, 

fue rechazada.  

El 21 de junio de 2010, el foro primario dictó una Sentencia 

mediante la cual declaró Con Lugar la demanda en contra de 

Caribbean. De conformidad con lo anterior, condenó a esta última 

a pagar la cuantía de $6,948.00 de principal, más $15,577.59 de 

intereses por mora, a razón del 18% de interés anual desde que se 

constituyó la deuda hasta la fecha de la sentencia.  De igual forma, 

el foro sentenciador dispuso que las anteriores cuantías generarían 

intereses al 4.50% anual a partir de la fecha de la Sentencia.  

Tras varios trámites procesales, que incluyeron la 

presentación de varios recursos de apelación ante paneles 

hermanos por parte de Caribbean1, el 29 de octubre de 2015, el 

juzgador de hechos dictó Sentencia, luego de celebrada la 

correspondiente vista.  En el mencionado dictamen, el foro 

primario aceptó una estipulación entre las partes, que fue 

ratificada por Expreso y Caribbean, en corte abierta. En virtud de 

dicha estipulación, las partes acordaron que Caribbean realizaría 

un pago de $10,000.00, el cual incluía el principal adeudado y los 

intereses a Expreso. Además, las partes acordaron que dicha 

cuantía sería recobrada de un dinero que la ACT le adeudaba a 

Caribbean.  

El 30 de noviembre de 2015, Expreso presentó una Solicitud 

de Orden a la Autoridad de Carreteras. Expreso sostuvo que ACT 

adeudaba una suma de dinero a Caribbean por el proyecto AC-

220143, de la cual Expreso pretendía recobrar. Por cuanto, solicitó 

                                                 
1 En el caso KLAN201001408, un panel hermano dictó Sentencia el 15 de julio 

de 2011, notificado el 21 de julio de 2011. En el aludido dictamen, se confirmó 

la Sentencia del 21 de junio de 2010. No obstante, se dispuso que la misma 
era un dictamen parcial, por no haberse hecho determinación alguna en 

cuanto a la reconvención de Caribbean. En el caso KLAN201400877, se dictó 

una Sentencia en Reconsideración el 9 de octubre de 2014, mediante la cual 

se revocó la Sentencia Parcial que el foro primario dictó el 6 de marzo de 2014. 

En dicha Sentencia Parcial, el TPI desestimó con perjuicio la reconvención de 

Caribbean. Un panel hermano revocó dicha Sentencia Parcial por 
incumplimiento con la Regla 39.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V., R. 

39.2. 
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que se ordenara a ACT reservar y retener $10,000.00 y remitirle 

dicho dinero para satisfacer su acreencia. El 9 de diciembre de 

2015, el Tribunal de Primera Instancia dictó una Orden, en la cual 

concedió lo solicitado por Expreso.  

No obstante, el 31 de diciembre de 2015, la ACT presentó 

una Moción Solicitando Reconsideración, en la cual sostuvo que en 

el caso de epígrafe pudiera aplicar el Artículo 1489 del Código Civil 

de Puerto Rico, 31 LPRA 4130, asunto que desconocía dicha 

entidad, ya que no figuraba como parte en dicho pleito.  Basado en 

lo anterior, sostuvo que la orden era nula por falta de parte 

indispensable, al no habérsele emplazado conforme a derecho. Por 

lo tanto, la ACT sostuvo que no procede el desembolso de fondos 

públicos sin el debido proceso de ley.  

En respuesta a lo anterior, el 14 de marzo de 2016, el 

Tribunal de Primera Instancia dictó una Resolución, en virtud de la 

cual declaró No Ha Lugar la Moción Solicitando Reconsideración.  

La consabida Resolución fue notificada el 15 de abril de 2016. En 

la misma, el foro primario se expresó como sigue: 

NO HA LUGAR. La orden del Tribunal es la acreencia 

de Caribbean Line Paviment2, Inc., la cual mediante 
acuerdo judicial cedió la misma a Expreso Ready Mix, 
Inc. 

 
De otra parte, El 15 de abril de 2016, el foro de origen 

ordenó emitir una nueva notificación de la anterior Orden para 

incluir a la ACT.  Dicha Orden fue notificada el 18 de abril de 

2016. Igualmente, el 14 de abril de 2015 el foro de origen también 

dictó otra Orden, en la cual expresó que el acreedor por cesión de 

crédito por estipulación judicial es Expreso.  

Aún en desacuerdo, la ACT acudió ante nos oportunamente 

y arguyó que el foro de origen incidió de la siguiente forma: 

                                                 
2
 Surge de los autos del caso de epígrafe que el nombre correcto de la entidad Caribbean es 

Caribbean Line Pavement, tal y como compareció dicha entidad. Sin embargo, el foro primario 

nombró erróneamente en el epígrafe a dicha entidad como Caribbean Line Paviment. Hemos de 

resaltar que la palabra “paviment” no existe. En el idioma inglés la palabra pavimento se escribe 

“pavement”.  
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Erró el Tribunal de Primera Instancia al aprobar el 
desembolso de fondos públicos de una corporación 

pública que no es parte en el pleito y a pesar de no 
estar bajo la jurisdicción del Honorable Tribunal fue 

privada de sus derechos mediante sentencia.  
 
Con el beneficio de la comparecencia de las partes, 

procedemos a discutir la norma aplicable al caso de autos. 

II 

A 

El auto de certiorari es el vehículo procesal utilizado para que 

un tribunal de mayor jerarquía pueda corregir un error cometido 

por un tribunal inferior. García v. Padró, 165 DPR 324, 334 (2005). 

Se trata de un recurso extraordinario en el que se solicita que este 

Tribunal ejerza su discreción para corregir un error cometido por el 

Tribunal de Primera Instancia. Distinto a los recursos de 

apelación, el tribunal de superior jerarquía tiene la facultad de 

expedir o denegar el auto de certiorari. Id. Por tanto, “[…] descansa 

en la sana discreción del foro apelativo el expedir o no el auto 

solicitado.” Íd. 

La Regla 52.1 de Procedimiento Civil de Puerto Rico de 2009, 

delimita con precisión los asuntos en los que este Tribunal 

intermedio puede revisar resoluciones y órdenes interlocutorias 

mediante el recurso de certiorari. R. Hernández Colón, Derecho 

Procesal Civil, 5ta edición, San Juan, Puerto Rico, LexisNexis de 

Puerto Rico, Inc., 2010, sec. 5515a, págs. 475-476. La Regla 52.1 

de Procedimiento Civil de Puerto Rico, 32 LPRA Ap. V R. 52.1, 

dispone que: 

[e]l recurso de certiorari para revisar resoluciones u 
órdenes interlocutorias dictadas por el Tribunal de 

Primera Instancia, solamente será expedido por el 
Tribunal de Apelaciones cuando se recurra de una 
resolución u orden bajo las Reglas 56 y 57 o de la 

denegatoria de una moción de carácter dispositivo. No 
obstante, y por excepción a lo dispuesto 

anteriormente, el Tribunal de Apelaciones podrá 
revisar órdenes o resoluciones interlocutorias dictadas 
por el Tribunal de Primera Instancia cuando se recurra 

de decisiones sobre la admisibilidad de testigos de 
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hechos o peritos esenciales, asuntos relativos a 
privilegios evidenciarios, anotaciones de rebeldía o en 

casos de relaciones de familia, en casos que revistan 
interés público o en cualquier otra situación en la cual 

esperar a la apelación constituiría un fracaso 
irremediable de la justicia. Al denegar la expedición de 
un recurso de certiorari, en estos casos, el Tribunal de 

Apelaciones no tiene que fundamentar su decisión. 
 
En armonía con lo anterior, la Regla 40 del Reglamento de 

este Tribunal, 4 LPRA Ap. XXII-B, R.40, dispone que para expedir 

un auto de certiorari, este Tribunal debe tomar en consideración 

los siguientes criterios:  

A. Si el remedio y la disposición de la decisión 
recurrida a diferencia de sus fundamentos, son 
contrarios a derecho. 

 
B. Si la situación de hechos planteada es la más 

indicada para el análisis del problema. 
 
C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia. 

 

D. Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 

deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados.  
 
E. Si la etapa del procedimiento en que se encuentra el 

caso es la más propicia para su consideración. 
 
F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa no causan un fraccionamiento indebido al 
pleito y una dilación indeseable en la solución final 

del litigio. 
 
G. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa evita un fracaso de la justicia.  4 LPRA Ap. 
XXII-B, R. 40.  

 
B 

La Regla 16.1 de Procedimiento Civil establece que se deben 

incorporar al pleito todas aquellas personas que tengan un interés 

común sin cuya presencia no pueda adjudicarse la controversia. 

32 LPRA Ap. V R. 16.1. Este precepto se fundamenta en dos 

axiomas: primero, en la protección constitucional que impide que 

las personas sean privadas de su libertad o propiedad sin un 

debido proceso de ley, y segundo, en la necesidad de que se emita 

un decreto judicial completo. Colón Negrón v. Mun. Bayamón, 192 
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DPR 499 (2015); véase también, Cepeda Torres v. García Ortiz, 132 

DPR 698, 704 (1993).  

Según nuestro Tribunal Supremo ha definido, una parte 

indispensable es:  

Aquella que tiene tal interés en la cuestión envuelta en 

la controversia que no puede dictarse un decreto final 
entre las otras partes en la acción sin lesionar y 
afectar radicalmente su interés, o sin permitir que la 

controversia queda en tal estado que su determinación 
final haya de ser inconsistente con la equidad y una 
conciencia limpia. (Énfasis suplido) Íd.; véase también, 

Cirino González v. Adm. de Corrección et al., 190 DPR 
14, 46 (2014).  

 
Acorde con lo anterior, nuestro Más Alto Foro ha dicho que 

ese “interés común” que da lugar a la acumulación no se trata de 

cualquier interés en el pleito. El mismo tiene que ser “de tal orden 

que impida la confección de un decreto sin afectarlo.” Íd.; véase 

también, Garcia Colón et al. v. Sucn. González, 178 DPR 527, 549 

(2010). Además, ha enfatizado que dicho interés debe ser “real e 

inmediato.” No puede tratarse de meras especulaciones o de un 

interés futuro. Íd.; véase también, Pérez Rosa v. Morales Rosado, 

172 DPR 216, 223 (2012).  

Inclusive, nuestro Tribunal Supremo ha sido enfático en que 

por tratarse de un asunto de vital importancia, este puede ser 

presentado en apelación por primera vez o aun suscitarse por [el 

Tribunal Supremo] sua sponte. Deliz et als. v. Iguartúa et als., 158 

DPR 404, 434 (2003). 

C 

De otra parte, y por imperativo constitucional, el Estado está 

obligado a manejar los fondos públicos con los más altos principios 

éticos y fiduciarios. Jaap Corp. v. Depto. Estado et al., 187 DPR 

730, 739 (2013). En este sentido, la Sec. 9 del Art. VI de nuestra 

Constitución establece que “[s]ólo se dispondrá de las propiedades 

y fondos públicos para fines públicos y para el sostenimiento y 

funcionamiento de las instituciones del Estado, y en todo caso por 
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autoridad de ley”. Art. VI, Sec. 9, Const. ELA., LPRA, Tomo 1. Es 

por ello que, nuestro cuerpo legislativo ha aprobado leyes para 

imponer controles fiscales y de contratación gubernamental que 

cumplan con el mandato constitucional de la sana administración 

de los fondos públicos. Jaap Corp. v. Depto. Estado et al., supra, 

pág. 739. 

En este sentido, la Ley de Contabilidad del Gobierno de 

Puerto Rico, 3 LPRA sec. 283 et seq., Ley Núm. 230-1974, según 

enmendada, enuncia la política del Estado Libre Asociado de 

Puerto Rico en relación al control y la contabilidad de los fondos de 

propiedad pública. La misma promueve “que exista el control 

previo de todas las operaciones del gobierno el control.” Art. 2(e) de 

la Ley Núm. 230-1974, 3 LPRA sec. 283a (e). En este ejercicio, el 

inciso (a) de la sección 283g de esta Ley establece que “todas las 

asignaciones y los fondos autorizados para las atenciones de un 

año económico, serán aplicados exclusivamente al pago de gastos 

legítimamente incurridos durante el respectivo año o al pago de 

obligaciones legalmente contraídas y debidamente asentadas en 

los libros durante dicho año. 3 LPRA sec. 283g(a). Según esta Ley 

define “obligación” como “un compromiso contraído que esté 

representado por orden de compra, contrato o documento similar, 

pendiente de pago, firmado por autoridad competente para gravar 

las asignaciones y que puede convertirse en el futuro en deuda 

exigible.” 3 LPRA 283g (k). Por tanto, de lo anterior se desprende y 

según nuestro Tribunal Supremo lo ha interpretado, “la Ley Núm. 

230-1974 evidentemente establece que para que un contrato 

otorgado por el Estado y una parte privada sea válido y exigible, 

este debe constar por escrito previo a las prestaciones 

correspondientes.” Rodríguez Ramos v. ELA, 190 DPR 448 (2014). 
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D 

El Artículo 1489 del Código Civil, 31 LPRA sec. 4130, 

dispone como sigue:  

Los que ponen su trabajo y materiales en una obra 

ajustada alzadamente por el contratista no tienen 
acción contra el dueño de ella sino hasta la cantidad 
que éste adeude a aquél cuando se hace la 

reclamación. 
 

Como excepción a la regla general de que los contratos sólo 

producen efectos entre las partes que los otorgan y sus herederos, 

los que suplen trabajo y materiales para una obra ajustada 

alzadamente por un contratista tienen bajo el amparo de esta 

sección, una acción directa contra el dueño de la obra hasta la 

cantidad que éste le adeude al contratista a la fecha en que se 

hace la reclamación. C. Armstrong e Hijos v. Díaz, 95 DPR 819 

(1968).  

Sin embargo, la acción concedida por esta sección a los 

trabajadores y proveedores de materiales contra un comitente o 

dueño de obra no supone la modificación de la situación previa 

que rigiera las relaciones entre trabajadores y proveedores de 

materiales, ni su ejercicio lleva aparejada la creación de una nueva 

relación sustantiva comitente accionante. R. Román & Cía. v. José 

Negrón Crespo, Inc., 109 DPR 26 (1979). Aun cuando esta sección 

concede al materialista y al obrero el beneficio de una acción 

directa contra el dueño de la obra con las ventajas que ésta 

implica, la misma no altera la naturaleza de la obligación principal 

entre este último y el contratista. Íd. 

III 

Al examinar detenidamente los hechos que dan base al 

presente caso y analizar los señalamientos de error ante nuestra 

consideración, entendemos que nuestra intervención resulta 

oportuna en esta etapa de los procedimientos. Consideramos que 

el foro primario incidió al ordenarle a la ACT a retener y remitir un 
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cheque a nombre de Expreso por una acreencia que Caribbean le 

cedió a esta última, sin ostentar jurisdicción sobre la ACT. Por 

consiguiente, ejercemos nuestra función discrecional al amparo de 

la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra, y acogemos el auto 

solicitado, guiados por los parámetros comprendidos en la Regla 

40 de nuestro Reglamento, supra.  

Luego de un análisis sereno y concienzudo de los autos y del 

expediente apelativo ante nos, coincidimos con la ACT en que el 

foro apelado incidió al ordenar el desembolso de fondos públicos 

sin que esta figurara como parte en dicho pleito. 

Consecuentemente, no podemos avalar la postura de Expreso de 

que se trata de una mera cesión de crédito, por lo cual la ACT no 

es parte indispensable en el pelito de epígrafe, pues en nuestro 

ordenamiento jurídico, el deber de velar por el uso y disposición de 

los fondos públicos es de rango constitucional.   

Como discutiéramos previamente, entre la ACT y Expreso no 

existe contrato escrito ni obligación legalmente contraída alguna, 

según requiere la Ley Núm. 230-1974, supra. Por cuanto, es 

evidente que, en ausencia de un contrato escrito entre dichas 

partes, la acreencia que reclama esta última no es válida, ni 

exigible en el presente pleito.  Ello, debido a que la cesión de 

crédito cobra particular importancia cuando se trata de fondos 

públicos. Distinto sería el resultado del presente pleito de haberse 

instado una acción al amparo del Artículo 1489 del Código Civil, 

supra, el cual admite que un suplidor de materiales reclame 

directamente al dueño de una obra lo que le adeude un 

contratista.  

De conformidad con lo anterior, es evidente que la ACT tiene 

un alto interés en asegurarse, por imperativo constitucional, de 

que los fondos públicos correspondientes a la obra realizada por 

Caribbean sean desembolsados de conformidad con los más altos 
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estándares éticos y fiduciarios. Como resultado de lo anterior, la 

ACT es parte indispensable en la controversia de epígrafe al palio 

de la Regla 16.1 de Procedimiento Civil, supra, sin la cual no podía 

adjudicarse la controversia. Es decir, no podía ordenársele a la 

ACT el desembolso de su propiedad dineraria por no tener 

jurisdicción sobre la misma. Por todo lo anterior, es forzoso 

concluir que el foro de origen erró al dictar la Orden del 9 de 

diciembre de 2015. Consecuentemente, procede dejar la orden 

recurrida sin efecto. 

IV 

Por los fundamentos antes expuestos se expide el auto y se 

revoca la Orden apelada.  

Notifíquese. 

 Lo acordó y manda el Tribunal, y certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 

Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


